
Juicio de Amparo ******** 

S E N T E N C I A

Vistos, para dictar sentencia los autos del juicio de amparo 

indirecto 310/2024, promovido por ******* ******* ******** por derecho 

propio, contra los actos que reclama del Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de 
Jalisco; y

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Demanda de amparo. Mediante escrito presentado el 

diecisiete de mayo de dos mil veinticuatro, en la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materias 

Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de Jalisco, ******* ******* 

******** por derecho propio, demandó el amparo y protección de la 

Justicia Federal contra los actos que reclama del Instituto de 
Transparencia, Información Pública y Protección de Datos 
Personales del Estado de Jalisco; mismos que serán precisados en el 

considerando segundo de esta resolución.

SEGUNDO. Sustanciación. Por auto de veintidós de mayo de dos 

mil veinticuatro, se admitió a trámite; se otorgó a la Agente del Ministerio 

Público adscrita la intervención que legalmente le corresponde; se requirió 

a la autoridad responsable su informe justificado; se tuvo como tercero 

interesado a  ******; y se señaló fecha y hora para la celebración de la 

audiencia constitucional, misma que tuvo verificativo al tenor del acta que 

antecede.

TERCERO. Cambio de denominación. Mediante Acuerdo 
General 9/2024 emitido por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

este Juzgado cambió de denominación para entrar en funciones como 

Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco, 
con residencia en Zapopan, a partir del dos de septiembre de dos mil 

veinticuatro.

CUARTO. Designación de titular. Se hace del conocimiento de las 

partes que a partir del día uno de septiembre de la citada anualidad, el 

suscrito Juez Marco Antonio Vignola Conde, funjo como Titular del 

Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco, de 

conformidad con lo estipulado en el oficio SEADS/3237/2024, de fecha 

veintiocho de agosto de dos mil veinticuatro, emitido por el Secretario 

Técnico AA de la Comisión de Adscripción del Consejo de la Judicatura 
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Juicio de Amparo 310/****

Federal, lo anterior, para los efectos legales consiguientes; asimismo, al 

imponerme del contenido integral de las constancias que forman el 

presente juicio de amparo, no advierto la actualización de alguna causa de 

impedimento establecida en el artículo 51 de la Ley de Amparo, y en el 

numeral 126 de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, para emitir la 

resolución del presente asunto.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este juzgado resulta legalmente 

competente para conocer del presente juicio de amparo, con apoyo en lo 

dispuesto en los artículos 1°, 94, 103, fracción I y 107, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, 35 de la Ley de Amparo; 57, 

124 y 125 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así 

como el Acuerdo General 9/2024, emitido por el Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo al cambio de denominación del Juzgado e 

inicio de funciones como Juzgado Primero de Distrito en Materia Civil en el 

mismo Estado y residencia, la determinación del número y límites 

territoriales de los Circuitos Judiciales en que se divide la República 

Mexicana; lo anterior, en términos del artículo 2° de dicho acuerdo, pues 

se reclaman actos en materia administrativa, atribuidos a una autoridad 

con residencia dentro de la demarcación territorial en la que ejerce 

jurisdicción este órgano, pues para tal efecto este juzgado conservará su 

competencia originaria.

SEGUNDO. Precisión del acto reclamado. Por razón de orden, a 

continuación, debe precisarse la litis constitucional a través del 

señalamiento del acto reclamado, en términos de la fracción I del artículo 

74 de la Ley de Amparo.

Acorde a lo anterior, del análisis integral de la demanda, en relación 

con las constancias que obran en autos, se advierte que el quejoso 

reclama de la autoridad responsable Instituto de Transparencia, 
Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de 
Jalisco* lo siguiente:

● La resolución de carácter definitivo, en el procedimiento seguido 

en forma de juicio en el expediente  ********, en la que aduce la 

responsable omitió pronunciarse en relación con la imposición de 

sanciones al sujeto obligado, con motivo de la solicitud de acceso a la 

información.
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TERCERO. Existencia. El acto reclamado es cierto, ya que así lo 

reconoció expresamente el Instituto de Transparencia, Información 
Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco, al 

rendir su informe justificado. 

Es aplicable la jurisprudencia bajo la voz y texto siguiente:

“INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en él confiesa la 
autoridad responsable que es cierto el acto que se reclama, debe 
tenerse éste como plenamente probado, y entrarse a examinar la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de ese acto.” 1

Asertos que se corroboran con las copias certificadas del 

expediente ********, que remitió en su apoyo, documentales a las cuales 

se les otorga pleno valor probatorio de conformidad con los numerales 

129, 197 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo, en términos de su artículo 2°.

Se invoca en apoyo a lo anterior, la jurisprudencia de rubro y texto 

siguientes:

“DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y VALOR 
PROBATORIO. Tienen ese carácter los testimonios y 
certificaciones expedidos por funcionarios públicos, en el ejercicio 
de sus funciones y, por consiguiente, hacen prueba plena.”2

CUARTO. Improcedencia. Sea que las partes aleguen causales o 

no, el órgano jurisdiccional está constreñido a su estudio oficioso al tenor 

de lo previsto en los artículos 62 y 64 de la Ley de Amparo.3

No obstante la certeza de los actos reclamados, resulta innecesario 

el análisis de los conceptos de violación esgrimidos por el inconforme en 

su demanda, dado que concurre la causa de improcedencia del juicio de 

amparo, contemplada en la fracción XII del artículo 61 de la Ley de la 

materia,4 en relación con el 6° de la misma ley.

1 Jurisprudencia 305, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la 
Quinta Época del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, tomo VI, 
página 206.

2 Jurisprudencia 226, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la Quinta Época del Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-1995, tomo VI, página 153.

3 “Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano 
jurisdiccional que conozca del juicio de amparo”.
“Artículo 64. Cuando las partes tengan conocimiento de alguna causa de 
sobreseimiento, la comunicarán de inmediato al órgano jurisdiccional de amparo y, de ser 
posible, acompañarán las constancias que la acrediten.”
4 "Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente: (…) 
XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del quejoso, en los 
términos establecidos en la fracción I del artículo 5o de la presente Ley, y contra normas 
generales que requieran de un acto de aplicación posterior al inicio de su vigencia; (…)”
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Juicio de Amparo 310/****

En efecto, del artículo 6° del ordenamiento en cita,5 se advierte que 

están legitimados para promover el juicio amparo, aquellas personas que 

resientan perjuicio en su esfera jurídica con motivo de una ley, tratado 

internacional, reglamento o cualquier otro acto de autoridad, pudiendo 

hacerlo por sí, por su representante o defensor.

De la interpretación de los numerales reproducidos, se sigue que el 

ejercicio de la acción constitucional está reservado únicamente al 

gobernado que resiente un perjuicio jurídico con motivo del acto de 

autoridad combatido, de tal manera, que la noción de perjuicio para la 

procedencia del amparo presupone la existencia de un derecho 

legítimamente tutelado, que cuando es afectado por la autoridad y faculte 

a su titular para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando el cese 

de esa violación de derechos humanos en su perjuicio.

Así, resulta importante distinguir la legitimación en el proceso y la 

legitimación en la causa, pues la primera es un presupuesto del 

procedimiento que se refiere a la capacidad para comparecer al juicio, 

para lo cual se requiere que el compareciente esté en pleno ejercicio de 

sus derechos civiles o a la representación de quien comparece a nombre 

de otro; razón por la cual la legitimación ad procesum es un presupuesto 

procesal que puede examinarse en cualquier momento del juicio, pues si 

el actor carece de capacidad para comparecer a él o no justifica ser el 

representante legal del demandante, sería ociosa la continuación de un 

proceso seguido por quien no puede apersonarse en el mismo. 

En cambio, la legitimación en la causa no es un presupuesto 

procesal, sino una condición para obtener sentencia favorable, debido a 

que ésta consiste en la identidad del quejoso con la persona a cuyo favor 

está la ley. De tal suerte, que el quejoso estará legitimado en la causa 

cuando ejercita un derecho que realmente le corresponde. 

Como puede apreciarse de lo anterior, el juicio de amparo es 

improcedente cuando el gobernado que insta la protección de la Justicia 

Federal no acredita a través de los medios de prueba previstos en las 

leyes, que los actos que reclama afecten la esfera de su interés jurídico o 

legítimo, esto es, el derecho subjetivo tutelado por una norma objetiva. 

De no aceptarse tal connotación, existiría la posibilidad latente de 

conceder el amparo por un acto o resolución de autoridad que no irrogue 

perjuicio al catálogo de derechos fundamentales del solicitante de 

amparo, lo cual quebrantaría los principios de instancia de parte 

5 “Artículo 6o. El juicio de amparo puede promoverse por la persona física o moral a 
quien afecte la norma general o el acto reclamado en términos de la fracción I del artículo 
5o. de esta Ley. El quejoso podrá hacerlo por sí, por su representante legal o por su 
apoderado, o por cualquier persona en los casos previstos en esta Ley. Cuando el acto 
reclamado derive de un procedimiento penal, podrá promoverlo, además, por conducto 
de su defensor o de cualquier persona en los casos en que esta Ley lo permita.”
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Juicio de Amparo ******** 

agraviada y el del agravio personal y directo, inmersos en los artículos 

107, fracción I, de la Constitución Federal y 6° de la Ley de Amparo.

En apoyo a lo discernido, se invoca la jurisprudencia de rubro y 

texto siguientes:

“INTERÉS JURÍDICO. EN QUÉ CONSISTE. El interés jurídico a 
que alude el artículo 73, fracción V, de la Ley de Amparo, consiste 
en el derecho que le asiste a un particular para reclamar, en la vía 
de amparo, algún acto violatorio de garantías individuales en su 
perjuicio, es decir, se refiere a un derecho subjetivo protegido por 
alguna norma legal que se ve afectado por el acto de autoridad 
ocasionando un perjuicio a su titular, esto es, una ofensa, daño o 
perjuicio en los derechos o intereses del particular. El juicio de 
amparo se ha instituido con el fin de asegurar el goce de las 
garantías individuales establecidas en la Constitución General de la 
República, cuando la violación atribuida a la autoridad responsable 
tenga efectos materiales que se traducen en un perjuicio real al 
solicitante del amparo. En conclusión, el interés jurídico se refiere a 
la titularidad de los derechos afectados con el acto reclamado de 
manera que el sujeto de tales derechos pueda ocurrir al juicio de 
garantías y no otra persona.”6

También, resulta aplicable la jurisprudencia de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo epígrafe y contenido 

señalan:

“INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO. ELEMENTOS 
CONSTITUTIVOS. El artículo 4o. de la Ley de Amparo contempla, 
para la procedencia del juicio de garantías, que el acto reclamado 
cause un perjuicio a la persona física o moral que se estime 
afectada, lo que ocurre cuando ese acto lesiona sus intereses 
jurídicos, en su persona o en su patrimonio, y que de manera 
concomitante es lo que provoca la génesis de la acción 
constitucional. Así, como la tutela del derecho sólo comprende a 
bienes jurídicos reales y objetivos, las afectaciones deben 
igualmente ser susceptibles de apreciarse en forma objetiva para 
que puedan constituir un perjuicio, teniendo en cuenta que el 
interés jurídico debe acreditarse en forma fehaciente y no inferirse 
con base en presunciones; de modo que la naturaleza intrínseca de 
ese acto o ley reclamados es la que determina el perjuicio o 
afectación en la esfera normativa del particular, sin que pueda 
hablarse entonces de agravio cuando los daños o perjuicios que 
una persona puede sufrir, no afecten real y efectivamente sus 
bienes jurídicamente amparados.”7

Así, el interés legítimo es aquél que posiciona a una persona en 

una situación especial derivado de alguna norma o sustentado en alguna 

figura jurídica, que concreta en forma individual o colectiva y otorga a su 

titular la facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, a 

6 Jurisprudencia VI. 2o. J/87, visible en el Semanario Judicial de la Federación, Octava 
Época, del tomo VI, Segunda Parte-1, Julio-Diciembre de 1990, página 364, registro 
digital: 224803.

7 Jurisprudencia 1a./J. 168/2007, visible en la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, tomo XXVII, Enero de 2008, página 225, registro 170500.
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Juicio de Amparo 310/****

diferencia del interés simple que, en término generales, es válido afirmar 

tiene cualquier persona, pero que no lo torna exigible frente a la autoridad. 

En ese contexto, la facultad o potestad de exigencia oponible a la 

autoridad y, por ende, para ejercer la acción de amparo e impugnar un 

acto de autoridad deviene de la afectación que éste pudiera ocasionar a 

su titular en uno o varios derechos legítimamente tutelados, de manera 

personal y directa. 

Luego, para considerar que a las personas se les afecta su derecho 

subjetivo, es presupuesto que el promovente del juicio de amparo, 

acredite, en principio, ser titular de ese derecho legítimamente tutelado y, 

por otra, la afectación personal y directa producida por los actos 

reclamados, o que, por su especial situación frente al acto reclamado, 

violen sus derechos fundamentales.

Orienta lo expuesto la jurisprudencia XXVII.1o.(VIII Región) J/4 

(10a.), con registro digital 2003293, cuyo rubro señala: “INTERÉS 
JURÍDICO O INTERÉS LEGÍTIMO PARA EFECTOS DE LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. REQUISITOS PARA 
ACREDITARLO A PARTIR DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 107, 
FRACCIÓN I, CONSTITUCIONAL DE 6 DE JUNIO DE 2011.” 

En consecuencia, para que exista un interés legítimo, se requiere 

de la existencia de una afectación en cierta esfera jurídica, apreciada bajo 

un parámetro de razonabilidad, y no sólo como una simple posibilidad, 

esto es, una lógica que debe guardar el vínculo entre la persona y la 

afectación aducida, ante lo cual, una eventual sentencia de protección 

constitucional implicaría la obtención de un beneficio determinado, el que 

no puede ser lejanamente derivado, sino resultado inmediato de la 

resolución que en su caso llegue a dictarse. 

De ahí que sólo el titular del derecho legítimamente protegible 

puede acudir ante un órgano de amparo en demanda para que cese esa 

transgresión.

Ahora bien, en su ocurso de amparo el quejoso reclama la 

resolución definitiva emitida en el expediente  ********, en la cual la 

responsable determinó que el sujeto obligado había incumplido en 

entregar la información y le otorgó el término de diez días hábiles para 

realizar la entrega de lo peticionado; además, consideró no imponer 

sanciones al sujeto obligado no obstante el sentido de la resolución y del 

sentido en que pretendió dar cumplimiento a dicho fallo. 
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Circunstancia que se corrobora con las constancias deducidas del 

expediente del recurso de revisión ********, entre las que se encuentra la 

resolución emitida en sesión ordinaria correspondiente al veinticuatro de 

abril de dos mil veinticuatro, en la que al haber resultado fundado el 

recurso interpuesto requirió al sujeto obligado por conducto del titular de 

su Unidad de Transparencia (******), para que dentro de diez días hábiles 

diera trámite a la solicitud, emitiera y notificara la respuesta fundada y 

motivada en la que pusiera a disposición de la recurrente la información 

solicitada, salvo que se tratara de información clasificada como reservada, 

confidencial o inexistente lo cual debería estar igualmente fundado y 

motivado conforme a la ley vigente bajo apercibimientos legales en caso 

de incumplimiento. 

En esa determinación la responsable no impuso sanción alguna al 

sujeto obligado; y, precisamente, es lo único que controvierte la parte 

quejosa, lo cual, per sé no acredita una afectación a la esfera jurídica del 

impetrante del amparo en virtud de la especial situación que guarda éste 

frente al orden jurídico.

En efecto, aunque el ahora quejoso sea quien motivó la 

instauración del procedimiento que da lugar a la emisión del fallo 

controvertido, no puede soslayarse lo establecido en el artículo 35, punto 

1, fracción XXV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, que indica:

“Artículo 35. Instituto – Atribuciones
(…)
1. El Instituto tiene las siguientes atribuciones:
(…)
XXV. Vigilar el cumplimiento de la Ley y su Reglamento; (…)”

Dicho dispositivo legal señala que la atribución de vigilar el 

cumplimiento de ésta y de su reglamento recae exclusivamente en el 

propio instituto; de ahí que la omisión destacada, aun cuando se 

concediera el amparo para obligar a la responsable a imponer alguna 

sanción, no sería capaz de originarle un beneficio jurídico al quejoso, lo 

cual se traduce en la existencia de un interés simple, que le corresponde a 

cualquier ciudadano para supervisar el cumplimiento de la normatividad en 

la materia.

Apoya la anterior determinación la Tesis: III.7o.A.32 A (10a.), con 

registro digital: 2019836, emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito, de rubro y texto siguientes:

“TRANSPARENCIA, INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN 
DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE JALISCO. EL 
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SOLICITANTE DE INFORMACIÓN CARECE DE INTERÉS 
LEGÍTIMO PARA RECLAMAR EN AMPARO INDIRECTO LA 
OMISIÓN DEL INSTITUTO RELATIVO DE SANCIONAR 
ECONÓMICAMENTE A LOS SUJETOS OBLIGADOS, POR EL 
INCUMPLIMIENTO O RETARDO EN LA PUBLICACIÓN DE LOS 
DATOS REQUERIDOS. De las tesis aisladas 1a. XLIII/2013 (10a.) 
y 2a. XVIII/2013 (10a.), sustentadas por la Primera y la Segunda 
Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
respectivamente, se advierte que el interés legítimo es aquel interés 
de naturaleza personal, individual o colectiva, cualificado, actual, 
real y jurídicamente relevante, que puede traducirse, en caso de 
concederse el amparo, en un beneficio jurídico en favor del quejoso; 
en otras palabras, conlleva la obligación de acreditar una afectación 
directa a la esfera jurídica del impetrante, en virtud de la especial 
situación que éste guarda frente al orden jurídico, a diferencia del 
interés simple, que es el que puede tener cualquier persona por 
alguna acción u omisión del Estado pero que, en caso de 
satisfacerse, no se traducirá en un beneficio personal para el 
interesado. Por tanto, si el quejoso reclama en amparo indirecto la 
omisión atribuida al Instituto de Transparencia, Información Pública 
y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco en la 
emisión de la resolución que declaró cumplido el deber a cargo de 
algún sujeto obligado de proporcionar la información solicitada, pero 
exclusivamente se duele de que no se hubiera impuesto a éste 
alguna de las sanciones económicas previstas en la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Jalisco y sus Municipios, por el incumplimiento o retardo en la 
publicación de los datos requeridos, es incuestionable que no 
acredita su interés legítimo, pues aunque sea quien motivó la 
instauración del procedimiento que da lugar a la emisión del fallo 
controvertido, no puede soslayarse que, en términos del artículo 35, 
punto 1, fracción XXV, de dicha ley, la atribución de vigilar el 
cumplimiento de ésta y de su reglamento recae exclusivamente en 
el propio instituto; de ahí que la omisión destacada, aun cuando se 
concediera el amparo para obligar a la responsable a imponer 
alguna sanción, no sería capaz de originarle un beneficio jurídico al 
quejoso, lo cual se traduce en la existencia de un interés simple, 
que le corresponde a cualquier ciudadano para supervisar el 
cumplimiento de la normatividad en la materia.”

En ese sentido, es evidente que la determinación de no imponer 

sanciones al sujeto obligado, no obstante el incumplimiento destacado, 

contenido en la resolución definitiva emitida en el expediente ********, no 

le irroga ningún tipo de perjuicio en su persona, de donde se colige que el 

peticionario del amparo carece de interés jurídico para instar el amparo, en 

contra del acto reclamado al Instituto de Transparencia, Información 

Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco. 

Por tanto, con fundamento en lo previsto por el artículo 63, fracción 

V, de la Ley de Amparo, se sobresee en el presente juicio de amparo, en 

relación al numeral 61, fracción XII, de la ley reglamentaria de los artículos 

103 y 107 constitucionales.

Por lo expuesto y fundado, con apoyo, además, en los artículos 73, 

74, 75, 76, 77, 215 y 217 de la Ley de Amparo, se
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Juicio de Amparo ******** 

R E S U E L V E:

ÚNICO. Se Sobresee en el juicio de amparo promovido por 

******* ******* *******, contra el acto precisado en el considerando 

segundo de esta resolución, por los motivos expuestos en el último 

subsecuente.

Notifíquese personalmente al quejoso.

Lo resuelve y firma electrónicamente Marco Antonio Vignola Conde, 

Juez Primero de Distrito en Materia Civil en el Estado de Jalisco, con residencia 

en Zapopan, el treinta y uno de marzo de dos mil veinticinco, fecha en que lo 

permitieron las labores de este órgano jurisdiccional, ante Ricardo Alfredo 
Molina Alfaro, Secretario que autoriza y da fe.

Juez Secretario

(Firmado electrónicamente)  (Firmado electrónicamente)
________________________ _______________________

Marco Antonio Vignola Conde  Ricardo Alfredo Molina Alfaro

 Con esta resolución se generó el oficio 11604
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EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

105474493_5749000036368657002.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 2
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Nombre: RICARDO ALFREDO MOLINA ALFARO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.9e.86 Revocación: Bien No revocado
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c7 23 e7 27 24 51 77 3e b4 a8 b2 39 79 d6 e0 a7
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37 09 14 30 0d fc f3 31 cb ac d0 2a 32 0a c5 96
72 a0 3e 47 56 d0 c8 9a 69 03 38 5c b7 f4 ac 6d
b5 98 55 e8 88 13 42 c8 fd a4 fc f6 e0 54 8b 45
b6 84 a4 ee e4 3f 86 17 7e bc 0d 77 d3 d2 04 7b
a7 dd 8f 07 7a 92 d7 df 75 50 cb 7d e1 db 88 2b
b5 35 77 4d 4c 7c ec 81 83 88 72 6c 6d f4 bf b7
53 70 a0 34 bc 03 fe b7 19 eb ea c6 68 07 61 aa
97 68 e4 5f 2f e1 75 ec e8 62 ad 7d f7 e6 ff 77
3e 8d 1a a4 01 af 37 3a 86 c8 8f 0d 5f 6f df e4
0c e1 d5 59 d5 12 8c 79 b1 fa 06 f3 ef d4 c3 47
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TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 31/03/25 18:50:24 - 31/03/25 12:50:24

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 242416637
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FIRMANTE
Nombre: Marco Antonio Vignola Conde Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.5c.64 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

31/03/25 22:47:14 - 31/03/25 16:47:14 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

9d 83 a5 ec de 47 91 32 b9 51 1a 1b 5b 9e eb 3e
ce 4b 23 91 bf 24 f8 93 07 34 aa eb c7 64 24 1a
db f5 bf a9 1d df 4d bf b3 fb 46 12 3d 6f d4 59
d8 10 4a 27 05 6f e0 18 f6 69 b0 a9 06 e9 df e5
a4 6b 67 a2 c6 9d 3a 8d ea 9b 43 fa 92 69 83 03
e7 8a fd ad af 69 6a 32 ee 95 12 95 b1 e8 cb 04
53 d7 1d d7 54 a0 74 f1 fc b1 59 45 27 94 a3 e0
25 8b c6 0a e2 07 87 44 33 89 7f 35 93 3e 7d 5e
eb 9b 0e 1a e5 03 93 ad 1b eb 3c 10 7e 14 2d 7a
ec 82 9d 70 a0 8f 81 6d 16 57 73 fe ce 25 9d 2a
a3 35 11 1e ea d2 b8 a2 dc 06 32 59 04 7d aa 36
10 72 95 0a 43 69 71 d8 eb 8d 56 a8 f3 e4 7d 4c
1c 98 b5 fc c6 1b 17 6b 1c bd 74 1f 28 ca c2 5f
01 d0 d4 32 09 79 12 fa 5b 6a b1 8c 16 60 44 14
98 31 0f b8 e2 69 24 02 37 55 96 bf 55 8e 2b 08
c5 b2 4d fd 4f 72 7c 4a 84 48 d4 21 fc a0 32 98

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 31/03/25 22:47:14 - 31/03/25 16:47:14

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.5c.64

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 31/03/25 22:47:15 - 31/03/25 16:47:15

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 242698401

Datos estampillados: 8m97IWDUQPrz9yIdPkv1emxOUJQ=
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aEl licenciado(a) Ricardo Alfredo Molina Alfaro, hago constar y certifico que en

términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás conducentes en
lo relativo de  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información
Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra  en el
ordenamiento mencionado. Conste.


